Crecimiento inclusivo y sostenible, un reto para los gobiernos conservadores
La actual situación de crisis económica mundial le ha exigido, y le está exigiendo, a todos los gobiernos del mundo, plantear nuevas medidas de actuación que en términos generales, van más allá de planteamientos de política económica ortodoxos.

Ya nadie, salvo los “depositarios de las esencias” de la no intervención, ridiculizados por los últimos acontecimientos financieros, cuestiona la imperiosa necesidad de que el estado, los poder públicos, empujen decididamente a la actividad económica a través de todos los mecanismos posibles… hasta el ancestral pánico al déficit de los conservadores se ha convertido en un leve temblor.     

Las líneas maestras de actuación en política económica están definidas desde hace tiempo. La Estrategia de Lisboa 2010, un crecimiento económico basado en un incremento de la productividad, que no suponga una disminución del empleo, sino más bien lo contrario.
Un crecimiento definido por la optimización de los recursos utilizados y la sostenibilidad energética. La conocida como Estrategia 20-20-20, que pretende que el 20% de la energía producida provenga de fuentes renovables, se reduzca un 20% el consumo energético y se reduzcan otro 20% las emisiones de CO2 a la atmósfera, respecto a los niveles de 1990.

Esta es la hoja de ruta, consensuada en gran medida entre los miembros de la OCDE, y que los diferentes países van aplicando en función de los intereses particulares y de las condiciones de cada uno de ellos. Hablamos de cambios de tal magnitud que es obvio que resulta imposible afrontarlos sin los incentivos y el impulso que procede del ámbito público. 

A la política, afortunadamente en mi opinión, se le reserva un papel estratégico es estos cambios, imprescindibles para conseguir que el sistema de economía de mercado continúe creciendo, pero lo haga de una forma cada vez más inclusiva, tanto en términos sociales como medioambientales. 
Este nuevo modelo de crecimiento está siendo planteado por el Gobierno de España. El último Debate del Estado de la nación ha permitido aprobar una serie de resoluciones en el Congreso de los Diputados que van dirigidas a consolidar estas nuevas líneas de actuación. Es necesario ahora descender en el ámbito territorial, las comunidades autónomas tienen que hacer suyo este marco general, que va más allá de la ideología de cada gobierno. 
En Galicia, hasta ahora, las señales enviadas son escasas y contradictorias. El Consello de la Xunta en su reunión del día 9 de este mes, después del tiempo transcurrido, y a pesar de la prioridad manifestada en su toma de posesión, ha aprobado un borrador de un supuesto plan anticrisis. 

Lo anunciado constituye un conglomerado de cuestiones, donde se acumulan una serie de medidas ya contempladas inicialmente en los presupuestos de 2009, incentivos para la contratación de desempleados y medidas para el fomento del empleo, modernización del sistema productivo, inversión empresarial y medidas de dinamización orientadas a la mejora de la financiación empresarial, inversiones en infraestructuras etc. Nuestra percepción es clara, otra pirueta informativa diseñada desde el gobierno para maquillar un pretendido plan anticrisis que no es tal.
Tenemos instrumentos políticos y financieros para plantear nuevas medidas que completen las que el anterior gobierno empezó a poner en marcha en el primer trimestre de 2008. Una temprana actuación ante la crisis, un hecho cierto por más que el Partido Popular lo niegue; afortunadamente los Consellos de la Xunta y el Diario Oficial de Galicia están ahí.

Los ámbitos  de actuación en los que planteamos nuevas medidas están definidos, hay poco que inventar. En lo que respecta al fomento del dinamismo empresarial y el apoyo a las pymes y autónomos, se pueden establecer nuevas líneas de ayudas para empresas viables que tengan dificultades coyunturales, que permitirán mantener el empleo y pueden favorecer la introducción de mejoras en los procesos productivos.

Se deben de establecer líneas de financiación para procesos de fusiones, adquisiciones y consolidaciones empresariales, buscando economías de escala y preservando el empleo; así como desarrollar programas de apoyo individualizado a proyectos con un alto potencial de crecimiento basado en la innovación. También, tendiendo en cuenta las peculiaridades del tejido empresarial gallego, sería conveniente desarrollar ayudas para la continuidad de la empresa familiar.
En lo que respecta al papel de la licitación de obra pública, es necesario desarrollar programas de aceleración de inversiones en los programas ya previstos, como está haciendo el Ministerio de Fomento, e incluir planes de sostenibilidad del transporte en todas las actuaciones de la administración autonómica en esta materia.
En el tema del empleo, el perfil de aquellos que están perdiendo sus empleos es conocido, personas con escasa formación y con alto nivel de precariedad en sus trabajos, y pequeños autónomos muy vulnerables ante una crisis de demanda. Con este panorama se hacen muy necesarios programas de formación para autónomos que cesaron en su actividad y programas de cualificación profesional inicial para jóvenes con alto riesgo de abandono de estudios.

Aquí, algunas pistas, algunas ideas de por donde circular en esta coyuntura complicada. La apuesta por un crecimiento económico sostenible e inclusivo tiene que ser una tarea de todos. El nuevo gobierno de la Xunta, en este contexto, está obligado a dejar a un lado algunos de sus prejuicios ideológicos y avanzar en la línea en la que se sitúan las políticas de los países más desarrollados del mundo. Es su responsabilidad, y nuestro futuro.
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